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14 de Ínatzo de 2000.

Señor
ABRAHAM S/LNCHEZ AGRIEL
Alcalde Municipal deÍ Distrito de Chitré
Chitré, Provincia de Hercera.
E. s. D.

Señor Alcalde:

En desarrollo de nuestras funciones Constitucionales y Legales, y en

especial como Consejeros Jurídicos de los servidores públicos

aáministrativos, damos iespuesta a su Nata No.049 fechada 2I de febrero de

2,A00, recibida en este Despacho el día 23 del mismo mes; por medio de la

cuol tuva a bien consultornos lo siguiente:

ntl motivo de esta misiva es Para solicitarle su
opinlón respecto a cómo se debe remunerat al
Juez Ejecutor si e¡ base a salario base o urr
porceataJe Por los cobros.D

En princípio, la atribucíón para ejercer la juri"sücción
coactiua iace áe ta leg, es decír, debe encontrarse la institttción o

entid.ad respeúiua anúoríz,aáa o faanltada legalmente para
ejercerla. Bajo este sttpuesto legal, ta Leg 1O6 de 1973, relaüua
á los Regímenes Municipales eÍz s1t artíanto 62 faanlta a los
Consejos 

-Municipales a crear mediante Acuerdo Municipal
disünios cargos dentro del Município, entre los que estd eI cargo

t 
Esta Icy ñre modificada mediante l,ey No.52 de üciembre de 1984; 5 adicionada por medio de Lry No.25

de 25 de enero de 1996.
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de Juez Ejea.úor. Para magor ilustración ueamos Ia rekrida
nolmo, catgo furta literal dice:

"ARTÍCü['O 62. Los Municipios podrán crear
mediante acuerdo municipal, tos cargos de
Abogado Consultot Municlpal, Ingeniero
Municipal, Agriaensor o Ins¡lector de Ob¡as
Municlpales, Juez tJecutor y cualquier otro
cargo cu¡ras furrciones serán determinadas por
el Concejo.t

La disposición transcrita es diQfana al expresar que entre los cargos

que pueden ser creados en los Municipios, ct través de un acuerdo municipal,

istá el de Juez Ejecutor; lo cual, supone su incorporación legol y en

propiedad dentro de la estructura administrativa de personal del Municipio,

con todos los derechos y obligaciones que lleva inherente el convertirse en

servidor público.

El asunto que ahoro nos sornete a consideracién se refiere a la forma
de pago que debe utilizarse para remunerar los servicios de este funcionario
minicipal. Realmente, esto vo s depender de la capacidad y solvencio

económica del Municipio de que se trate. Es decir, si existe la partida
presupuestaria municipal Wro cubrir eI salario de este nuevo funcionario-muniiipal, 

entonces se procede a convocor al Conseio Municipal a fin de

eloborar el Acaerdo Municipal para la creación formal del cargo de Juez

Ejecutor del Municipio, estableciendo en él laforma de pago, sus funciones, y
demás obligaciones inherentes al cargo. De no existir la partida
presupuestaria municipal para esta erogación salarial, entonces, le
recomendamos, lo mismo que le recomenddramos hace algún tiempo al ex

Tesarero del Municipio de Santiago de Veraguas. La recamendación en

aquel momento fue, que se contratara a un profesional del derecho a través

de un Contrato de Servicios Prafesionales, en el cual se estableciera entre

otras cosas: los términos de la contratación, durabilidnd, obligaciones y
derechos de estefuncionario. Enfatizando que, de ningún modo, el hecho de

ser contratado en la categoría de Servicios Prafesionales significaba que no

fuera incorporado al servicio como servidor público. Toda vez que

dactrinalmente se ha dicho que: "Lo que ctrteterizt al emnleado público es la

naturaleza de la actividad que gterce. Es decirr la realización de funciones esenci¡les v
nropias de la Administracién Pública. ...



El hecho de que los empleados públicos, en algunos casos, queden

comprendidos en normas de carácter legal o reglamentario, no contradice la esencia

.oot.".tu"l de la relación de empleo público, en tanto expresa una concurrencia de

volunt¡des (Administración y administrado) de mutuo consentimiento. Los empleados

que integran (órganos-individuos) las estructuras de la Administracién Pública

('órganos-institución), tienen con éstr una relacién contractual stricto sensu. Esa

relación es contractual desde su mismo origen, se proyecta como tal a lo largo de la

ejecución del contrato y se perfecciona por el acuerdo de voluntades que dan la

Administración y el agente o empleado público.

EI objeto de tat contrato serán las funciones qr¡e deberá desempeñar el agente'

una ygz integrado al érgano administrativo, quien ya en posicién efectiva del cargo'

queda sujeto a un conjunto de deberes que tiene que cumplir y nacen desde ese

momento un conjunto de derechos a los cuales se hace acreedor'r (Lo subtuyoda es ile

este Despacho).

Sobre este mismo tópico SAYAGUES LASO, ha expresodo.' oTambién se

ingresa a la función púbtica por contrato. Son situaciones poco frecuentes, pero

existen. No debe confundirse esta hipétesis con el caso de arrendamientos de

sewicios con particulares, En este úItimo Ia persona que arrienda sus servicios no se

incorpora a la administración, limitándose a realizar para eIIa determinada tarea,

igual como podría hacerlo para otros particulares. En cambio, en aquella la persona

rá ioco"pora a la administraciónn ingresando mediante un pacto que fija determinadas

condiciónes para la prestación de su actividad personal" 2

En relación con este tema vole aclaror que, se ingresa al servicio de la
administración púbtica de vsrias moneFas, según la propia Ley, al disponer:

" es servidor público, pata estos efectos, toda persona que presta selvicios

personales en una dependencia estatal en virtud de elección, nombramiento o

contrato. ( Cfr. Artículo 4 de la Ley 52174). (Lo subrayado es de este Despacho). En este

caso, la persono a ejercer funciones de Juez Eiecutor ingresaría a la
administración pública por medio de un contrato de csrócter eminentemente

administrativo que, es celebrado entre este y la administración municipal,
como ente público.

En este orden de ideas, entendemos, por contratos administrativos,
aquellos acuerdos de voluntades de los que participa la Administración, destinados a

producir consecuencias jurídicas sobre las partes contratantes; o también' 4guellos
actos de decl¡¡ración de voluntad común productora de efectos iurídicos entre un

t nnOUL Roberto. Derecho Administraivo. 6 edicion acrualizada. Buenos Aires. 1997. P.p.:[07.

'sAyAGUgS LASO, Enrique. Tratado de Derecho Adminisfiativo. Tomo I, pá9s.292-293
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órqano estatal en eiercicio de la función administrativa y otro ente estatal

narticular. " (Lo subrayado es de este Despacho)
oun

Huelga decir que, hacemos estas aclaraciones relacionadas con el
status de un funcionqrio incorporado a la administración público a trsvés de

un contrato de servicios profesionales, a objeto de que no existan dudas en

cuanto o la relación que se establece entre este funcionsrio contratado y la
administración; atendiendo par supuesto, Ias obligaciones y derechos que

lleva inmersa la contratación en determinadas circunstancias.

En cuanto a ls naturaleza jurídica del Juez Ejecutar, es pertinente
resaltar que éste a Ia luz de nuestra legislacién es considerado como un

servidor público, yü que así se desprende de los artículas l80I a 1809 del
Código Judicial, al expresar el primero de ellos lo siguiente:

*ARTÍCULO 1801. Los funcionarios públicos, los
Gerentes y l)irectores de entidades autónomas y
semiautónomas y demás entid¡des públicas del Estado a
quienes la Ley atribuya el ejercicio del cobro coactivo,
procederán ejecutiva:nente en la aplicación de la misma,
de conformidad con las disposiciones de los Capítulos
anteriores y demás normas legales sobre la materia. ...'

La disposición tronscrita refleja con claridad meridiana que la Ley le
atribuye a ciertos funcionarios públicos, la facultod del cobro coactivo en

entidades autónomas o semiautónomos, por tanto, psro efectos
administrativos tienen la calidad de funcionarios públicos administrativos,
recalcondo en este punto que el corácter judicial, lo tiene es la función que él
desempefiü.

Acerca de las funciones que desempeña un Juez Eiecutor, a nivel
municipal, debemos recordar que esta función está adscrita a la Tesorería,
como aficina municipal encargada de las recaudsciones en las rentas
municipales; de allí entonces, que colTesponde aI Tesorero ejercer tal función
cuqndo la misma no se haya creodo dentro de Ia estructura municipal. (Cfr.
Artículos 239 de la Constitacién Política; 57, numerales 7,15 y 18 de Ía Ley
106173). El Juez Ejecutor, insistimos, cumple una ftmción eminentemente

iudiciol, pues aquí de la se trato es de administrar justicia, mediante la

'f¡nX.,iUnnZVÁf"QunZrEmilio. Diaionario de Derecho Pubüco. Edit. Astrea Buenos Aires. l9sl. Pp.
r47.



celebración de procesos de ejecución tendientes a hacer cumplir las

obligaciones a favor del Municipio. Y ello es así, por cutmto la iurisdicción
coactiva se da en el ámbito de la administración pública, ya que no tiene

lugar en otra esfera, Wes su razón de ser recoe en que ésta pueda recuperar

coactivamente sus créditos,

De lo anterior, podemos decir entonces, que el Juez Eiecutor

Municipat, atÍn teniendo la calidad de servidor público administrativo, deberá

ewnarcar sus actuaciones en los parámetros legales contenidos en el Título

WII del Códiga Judicial, así camo de conformidad a las leyes, decretos,

reglamentos, acuerdos municipales (en este caso, en particalar), y al Código

Adrninistrativo, dado que aún cuanda la función que desarrolla y realiza es

por esencia judicial, conservo su calidad a condición de servidar público

odministrativo.

Ahora bien, respecto del pago de m trabaiador contratado por eI

Estado, Io que está ocurriendc con bastante frecaencia en los casos de Jueces

Ejecutores; la Contraloría General de la República, como organismo

fiscalizador de losfandos y bienes públicas, ha dicho: "El Juez Ejecutor deberá

ceñirse a las mismas obligaciones y derrcchos que posee cualquier funcionario
municipal, por ende deberá cumplir con un horario regular; igualmente, este cargo

estará sujeto a las deducciones legales, toda vez que posee todos los derechos y
obligaciones de los sewidores públicos; finalmentg la partida correcta a la cual debe

cargarse el emolumento percibido por un Juez Ejecutor es la partida 001' habida

cuenta que dicha partida comprende los gastos por concepto de sueldos básicos del

personal nombrado en puestos fijos o permanentes."

Entendemos, que con los sefialamientos anteriores, este ente eststal,

procura establecer uno correlación servidor público-administración; por lo
que, definitivomente, coincidimos con Ia opinión vertida por la Contrsloría
General, toda vez que de lo que se trata es de ingresar efeaivamente, este

corgo a las partidas respectivas del gasto prúblico, a rtn de identificarlo
Iegítimamente como servidares del Estado.

En virtud, de todo ella es necesario pmtualizar lo siguiente:

1ro. Si et Municipia posee la capacidad económica pora pagar los

servicios de un Juez Ejecutor, debe procederse a la cresción del cürgo, ü
solicitud del Tesorero Municipal mediante un acuerdo municipal,
incorporándolo formalmente a la planilla municipal.



2do. De no existir la capacidad económics para cubrir la erogación

salarial correspandiente, entonces debe primero, crenrse el cargo a través de

acuerdo municipal, y procederse luego a la contratación por Servicios

Profesionales de la persona que vqya a fungir como Juez Eiecutor;

igualmente, ingresándolo al sertticio público con características particalares-

(sujeto a horario, dedueciones del salario como cualqaier otro funcionario
púbIico)

3ro. En esta línea de pensamiento, en el contrato en mencién debe

especificarse de msnera e)cpresc, lo siguiente: funciones, durabilidad del

*it*á, formo de pago, la aficina a la que estd adscrito el cnrga, horario,

condiciones lqborales u otros.

4to. No debe perderse de vista que el Juez Eiecator debe responder a

las directrices que en tal sentida dicte el Tesorera Municipal, quien es su iefe.
(Artículo 57, num.l5 de la ley 106/73).

5to. El Juez Ejecutor deberú presentar Informes mensuales, al

tesorero, de manera detallada sobre la gestión realizada en el período

correspondiente.

De este

atentamente,

AMdeF/|6/hf

modo espero haber dado respuesta a lo solicitado,

f#xx ] ,*nl^l,S rgntaneoro d¿ Fr:rcrrr
i 

rrocur¡dom dr ¡a AdmlDistracíón

Alms Montenegro de Fletchet
Procuradora de la Administración




